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Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la 
Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida 
por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, sobre armonización 
de lenguaje en materia de niñas, niños y adolescentes; a cargo del diputado Justino 
Eugenio Arriaga Rojas, y suscrita por las diputadas y los diputados del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional (PAN). 
 
El suscrito diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional (PAN), en la LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto 
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 
consideración del Pleno la presente Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se 
reforman diversas disposiciones de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada 
de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas, sobre armonización de lenguaje en materia de niñas, niños y 
adolescentes; al tenor de la siguiente: 

 
Exposición de motivos 

 
Objetivo de la iniciativa 
 
La presente iniciativa tiene como propósito reformar la denominación del Capítulo 
Segundo “Disposiciones generales para personas desaparecidas menores de 18 años”, 
del Título Primero “Disposiciones generales”; así como los artículos 7; 8; 9; 89, fracción 
I; y 146, fracciones I y II, de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas, para armonizar ese cuerpo normativo con la legislación nacional y los tratados 
internacionales de los que México es parte, para cambiar los vocablos “menor” y “menores” 
que actualmente se utilizan en el texto del ordenamiento en cita, y sustituirlas por la 
denominación aceptada por los estándares de derechos humanos: niñas, niños y adolescentes. 
 
Antecedentes.  
 
En 1989, con la aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño, el mundo jurídico 
se vio impactado de manera positiva, puesto que se visibilizó a las personas menores de 18 
años, como un grupo poblacional con derechos específicos y que, además, enfrenta 
situaciones de desigualdad y de vulnerabilidad que deben atenderse de manera concreta. 
 
Todas las referencias legales anteriores consistían en señalar a niñas, niños y adolescentes, 
como menores, menores de edad, infantes u otros vocablos que implicaban adjudicarles una 
minusvalía por el mero hecho de no ser mayores de edad. 
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Para decirlo claro y brevemente, los “menores”, es decir, las personas de menos de 18 años 
de edad, no eran personas jurídicas con derechos y obligaciones, pues su relevancia jurídica 
estaba ligada a un tercero mayor de edad. 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño les reconoció a las niñas, niños y adolescentes, 
una serie de derechos inalienables e imprescriptibles, que constituyen el piso mínimo de 
derechos y libertades que deben garantizárseles. 
 
En consecuencia, el artículo 3 de la citada Convención, estableció que existe un principio 
que debe reconocerse, respetarse y garantizarse a todas las personas de menos de 18 años de 
edad: el principio de interés superior, el cual se reconoció en el artículo 3 de dicha Convenció, 
que a la letra señala lo siguiente: 
 

“Artículo 3  
 
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas 
o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño.  
 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 
sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus 
padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 
todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.  
 
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 
encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas 
por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, 
número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una 
supervisión adecuada.” 
 

Con esto podemos observar que la Convención incluyó a niñas, niños y adolescentes bajo un 
solo término: niño. 
 
Es cierto que en 1989 no era común especificar las especificidades que existen por género o 
rango de edad y que no por utilizar el término único “niño” la Convención pierde su valor, 
vigencia e importancia, pero hay que reconocer que en la actualidad es muy importante 
nombrar esas especificidades para visibilizarlas. 
 
En México, el 12 de octubre de 2011, se publicó una importante reforma al artículo 4o de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la que se reconoció formalmente 
el interés superior de la niñez en el rango constitucional, lo que inicia la transformación que 
ha experimentado la materia en los últimos 11 años. 
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En ese entonces, la reforma constitucional en mención estableció lo siguiente: 
 

“Artículo 4o. ...  
...  
...  
...  
...  
 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños 
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar 
el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez.  
 
Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 
cumplimiento de estos derechos y principios.  
...  
...” 

 
En el mismo decreto de reforma constitucional, se adicionó una fracción XXIX-P, al artículo 
73 de la misma Constitución, con la finalidad de facultar al Congreso de la Unión para 
expedir leyes que establezcan la concurrencia de todos los órdenes de gobierno en materia 
de derechos de niñas, niños y adolescentes, tal y como se aprecia a continuación: 
 

“Artículo 73. ...  
 
I. a XXIX-O ....  
 
XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Estados, 
el Distrito Federal y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en 
materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por el 
interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados internacionales de la 
materia, de los que México sea parte. 
 
XXX. …” 

 
Como se observa, en la reforma del 12 de octubre de 2011, el Poder Reformador de la 
Constitución reconoció el principio de interés superior de la niñez, englobando, tal y como 
lo hace la Convención sobre los Derechos del Niño, a todas las personas menores de 18 años 
de edad, y, además, otorgó facultades al Congreso de la Unión para expedir una ley general 
en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, especificando claramente las 
diferencias que pueden existir entre las personas que están en un rango de edad de cero a 18 
años. 
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Así, actualmente el artículo 4º, párrafos noveno, décimo y undécimo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece, textualmente, lo siguiente: 
 

“Artículo 4o. … 
 
[…] 
 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños 
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar 
el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez.  
 
Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 
cumplimiento de estos derechos y principios. 
 
El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento 
de los derechos de la niñez. 
 
[…]” 

 
El lenguaje sí importa 
 
Con esto se da cuenta claramente de que hay una tendencia relevante e innegable para 
cambiar la forma en que nos referimos a las niñas, niños y adolescentes en las leyes, pues 
con ello se va creando una realidad de derechos para este grupo poblacional. 
 
Las palabras importan e importan mucho más cuando es la ley la que utiliza expresiones 
desafortunadas, discriminatorias o que provocan una realidad de minusvalía para una persona 
o para un grupo de personas o, peor aún, las invisibilizan. 
 
Por ello, es pertinente que en estos tiempos procuremos que todas nuestras leyes estén 
acordes con esta terminología y, con ello, garantizar los derechos de todas las personas, 
visibilizando a quienes más necesitan ser visibles, en este caso, las niñas, niños y 
adolescentes. 
 
Sobre este particular, el Poder Judicial de la Federación ya ha empezado a pronunciarse en 
criterios jurisprudenciales, tal y como se aprecia en la siguiente tesis aislada: 

 
“NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. DEBE ABANDONARSE EL TÉRMINO 
"MENORES" PARA REFERIRSE A ÉSTOS, A FIN DE RESPETAR EL 
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PRINCIPIO DE SU INTERÉS SUPERIOR Y EL DERECHO A LA IGUALDAD 
Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: En los eventos delictivos materia de revisión, la sujeto pasivo era una niña, a 
quien la persona juzgadora se refirió como "menor ofendida". 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que debe abandonarse 
el término "menores" para referirse a niñas, niños y adolescentes, a fin de respetar 
el principio de su interés superior y el derecho a la igualdad y no discriminación. 
 
Justificación: Lo anterior, en virtud de que ese vocablo implica una situación relacional 
de jerarquías, en la que siempre habrá un mayor, es decir, hace referencia a una 
comparación con algo que se considera superior, como se señala en el Protocolo para 
Juzgar con Perspectiva de Infancia y Adolescencia, emitido por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación; en el ámbito jurídico, revela una visión tutelar hacia las personas 
que las limita en su autonomía, por lo que reconocerlas con el término niñas, niños o 
adolescentes, según sea el caso, resulta fundamental para estimarlas titulares de 
derechos. Además, que las personas juzgadoras les nombren en sus resoluciones como 
personas con autonomía propia, ayuda a comunicar a la sociedad la necesidad de un 
cambio en la visión de las relaciones que se establecen entre infancia, adolescencia y 
adultez, lo que implica respetar el principio del interés superior y el derecho a la 
igualdad y a la no discriminación de niñas, niños o adolescentes. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 26/2022. 24 de marzo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: 
Michele Franco González. Secretaria: Yoalli Trinidad Montes Ortega.”1  
 

Es claro que el mundo ha cambiado desde aquel año de 1989 en el que englobar en el vocablo 
“niño” a todas las personas menores de 18 años se consideraba adecuado. 
 
Pero como bien lo señala Mónica González Contró, investigadora del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, eso que se 
estimaba dado en 1989 ya no lo está y por lo mismo es necesario preguntarse si este cambio 
de terminología es importante: 
 

“¿Es relevante el debate sobre la utilización del término menores o niños en el contexto 
de la discusión en relación con los derechos de las personas menores de dieciocho años 
de edad?, ¿o se trata de una tarea ociosa que no tiene repercusión alguna con lo 
verdaderamente importante, que es precisamente la garantía de los derechos de este 
grupo de personas, independientemente de cómo se les llame? Éstas y otras preguntas 

                                                           
1 Registro digital: 2024705. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. Materias(s): 
Constitucional. Tesis: I.9o.P.1 CS (11a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tipo: Aislada 
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similares deben constituir el punto de partida de una reflexión sobre las formas de 
identificar, desde el ámbito jurídico, a los seres humanos durante los primeros años de 
la vida, pues una respuesta negativa tendría que, probablemente, conducir a renunciar a 
un ejercicio argumentativo alrededor de este tema.”2 

 
La respuesta es que, en efecto, sí es relevante el debate sobre qué término utilizar, por una 
multiplicidad de razones que impactan a una gran cantidad de esferas de la vida diaria. 
 
La investigadora en cita también concuerda en que existe un amplio y profundo debate 
respecto de qué vocablo utilizar, pero admite que el lenguaje es importante cuando se trata 
de referirse a grupos que históricamente han estado en una situación de desigualdad, al 
señalar lo siguiente: 
 

“El lenguaje no es neutral, sino que refleja y al mismo tiempo construye realidades. Esto 
es especialmente notorio en el ámbito jurídico. La forma en que designamos un 
determinado fenómeno manifiesta la manera en que lo concebimos. Es por ello 
indispensable descubrir lo que describe nuestra forma de referirnos a niñas, niños y 
adolescentes. A través del lenguaje se construyen relaciones de poder, y en el caso de 
las personas menores, una condición de incapacidad. El vocablo menor refleja una 
situación relacional en la que siempre habrá un mayor, por la que a primera vista parece 
desaconsejable su uso, y es precisamente ésta la primera de una serie de razones que 
motivan la argumentación a favor de cambiar esta denominación fuertemente arraigada 
en el léxico jurídico”3 

 
Como bien lo señala la investigadora, en el plano jurídico, este debate toma una relevancia 
aún mayor, porque lo que las leyes establecen crea realidades que pueden ser impuestas a 
través de los medios coactivos que el Derecho tiene a su disposición. 
 
Por ello, la presente iniciativa tiene el objetivo de reforma la denominación del Capítulo 
Segundo “Disposiciones generales para personas desaparecidas menores de 18 años”, 
del Título Primero “Disposiciones generales”; así como los artículos 7; 8; 9; 89, fracción 
I; y 146, fracciones I y II, de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas, para armonizar el lenguaje que utiliza para referirse a niñas, niños y 
adolescentes. 
 
Cuadro comparativo 
 
                                                           
2 González Contró, Mónica. ¿Menores o niñas, niños y adolescentes? Reflexiones en el contexto del debate 
en América Latina, en Marco teórico conceptual sobre menores versus niñas, niños y adolescentes. Pérez 
Contreras María de Montserrat y Macías Vázquez, María Carmen (Coords). Colección Publicación electrónica. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. México, 2011, P. 35 
3 Ídem 
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Para apreciar claramente la reforma que se propone, se describe en el cuadro comparativo 
siguiente: 
 

Texto vigente Texto propuesto 
CAPÍTULO SEGUNDO 

DISPOSICIONES GENERALES PARA 
PERSONAS DESAPARECIDAS MENORES 

DE 18 AÑOS 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DISPOSICIONES GENERALES PARA 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 
DESAPARECIDAS  

Artículo 7. Las niñas, niños y adolescentes 
respecto de los cuales haya Noticia, Reporte o 
Denuncia que han desaparecido en cualquier 
circunstancia, se iniciará carpeta de 
investigación en todos los casos y se 
emprenderá la búsqueda especializada de 
manera inmediata y diferenciada, de 
conformidad con el protocolo especializado en 
búsqueda de personas menores de 18 años de 
edad que corresponda. 

Artículo 7. Las niñas, niños y adolescentes 
respecto de los cuales haya Noticia, Reporte o 
Denuncia que han desaparecido en cualquier 
circunstancia, se iniciará carpeta de 
investigación en todos los casos y se emprenderá 
la búsqueda especializada de manera inmediata 
y diferenciada, de conformidad con el protocolo 
especializado en búsqueda de niñas, niños y 
adolescentes que corresponda. 

Artículo 8. Las autoridades que administran las 
herramientas del Sistema Nacional deben tomar 
en cuenta el interés superior de la niñez, y deben 
establecer la información segmentada por 
género, edad, situación de vulnerabilidad, 
riesgo o discriminación. 

Artículo 8. Las autoridades que administran las 
herramientas del Sistema Nacional deben tomar 
en cuenta el interés superior de la niñez y de la 
adolescencia, y deben establecer la información 
segmentada por género, edad, situación de 
vulnerabilidad, riesgo o discriminación. 

La divulgación que hagan o soliciten las 
autoridades responsables en medios de 
telecomunicación sobre la información de una 
persona menor de 18 años de edad 
desaparecida, se hará de conformidad con las 
disposiciones aplicables. 

La divulgación que hagan o soliciten las 
autoridades responsables en medios de 
telecomunicación sobre la información de 
niñas, niños o adolescentes desaparecidas, se 
hará de conformidad con las disposiciones 
aplicables. 

Artículo 9. Todas las acciones que se 
emprendan para la investigación y búsqueda de 
personas menores de dieciocho años de edad 
desparecidas, garantizarán un enfoque integral, 
transversal y con perspectiva de derechos 
humanos de la niñez, que tome en cuenta las 
características particulares, incluyendo su 
identidad y nacionalidad. 

Artículo 9. Todas las acciones que se 
emprendan para la investigación y búsqueda de 
niñas, niños o adolescentes desparecidas, 
garantizarán un enfoque integral, transversal y 
con perspectiva de derechos humanos de la 
niñez y de la adolescencia, que tome en cuenta 
las características particulares, incluyendo su 
identidad y nacionalidad. 

Artículo 89. Cuando la Comisión Nacional de 
Búsqueda o la Comisión Local de Búsqueda 
correspondiente tenga Noticia o Reporte de una 
Persona Desaparecida o No Localizada, iniciará 
la búsqueda de inmediato. 

Artículo 89. … 

… … 
… … 
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I. Cuando la persona de la que se desconoce su 
paradero es menor de 18 años de edad; 

I. Cuando la persona de la que se desconoce su 
paradero sea niña, niño o adolescente; 

II a la V. … II a la V. … 
… … 
Artículo 146. La Declaración Especial de 
Ausencia tendrá, como mínimo, los siguientes 
efectos: 

Artículo 146. … 

I. Garantizar la conservación de la patria 
potestad de la Persona Desaparecida y la 
protección de los derechos y bienes de las y los 
hijos menores de 18 años de edad a través de 
quien pueda ejercer la patria potestad o, en su 
caso, a través de la designación de un tutor, 
atendiendo al principio del interés superior de la 
niñez; 

I. Garantizar la conservación de la patria 
potestad de la Persona Desaparecida y la 
protección de los derechos y bienes de las y los 
hijos que sean niñas, niños o adolescentes a 
través de quien pueda ejercer la patria potestad 
o, en su caso, a través de la designación de un 
tutor, atendiendo al principio del interés superior 
de la niñez y de la adolescencia; 

II. Fijar los derechos de guarda y custodia de las 
personas menores de 18 años de edad en los 
términos de la legislación civil aplicable; 

II. Fijar los derechos de guarda y custodia de las 
niñas, niños o adolescentes en los términos de 
la legislación civil aplicable;  

III a la IX. … III a la IX. … 
 
Por lo antes expuesto, el suscrito, somete a consideración del Pleno de esta Comisión 
Permanente, la siguiente iniciativa con proyecto de:  
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, 
DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE 
BÚSQUEDA DE PERSONAS, SOBRE ARMONIZACIÓN DE LENGUAJE EN MATERIA 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. 
 
Artículo Único. Se reforma la denominación del Capítulo Segundo “Disposiciones generales 
para personas desaparecidas menores de 18 años”, del Título Primero “Disposiciones 
generales”; así como los artículos 7; 8; 9; 89, fracción I; y 146, fracciones I y II, de la Ley 
General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 
Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas; para quedar como sigue: 

 
“CAPÍTULO SEGUNDO 

DISPOSICIONES GENERALES PARA NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 
DESAPARECIDAS 

 
Artículo 7. Las niñas, niños y adolescentes respecto de los cuales haya Noticia, Reporte 
o Denuncia que han desaparecido en cualquier circunstancia, se iniciará carpeta de 
investigación en todos los casos y se emprenderá la búsqueda especializada de manera 
inmediata y diferenciada, de conformidad con el protocolo especializado en búsqueda 
de niñas, niños y adolescentes que corresponda. 
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Artículo 8. Las autoridades que administran las herramientas del Sistema Nacional 
deben tomar en cuenta el interés superior de la niñez y de la adolescencia, y deben 
establecer la información segmentada por género, edad, situación de vulnerabilidad, 
riesgo o discriminación. 
 
La divulgación que hagan o soliciten las autoridades responsables en medios de 
telecomunicación sobre la información de niñas, niños o adolescentes desaparecidas, 
se hará de conformidad con las disposiciones aplicables. 
 
Artículo 9. Todas las acciones que se emprendan para la investigación y búsqueda de 
niñas, niños o adolescentes desparecidas, garantizarán un enfoque integral, transversal 
y con perspectiva de derechos humanos de la niñez y de la adolescencia, que tome en 
cuenta las características particulares, incluyendo su identidad y nacionalidad. 
 
Artículo 89. … 
 
… 
 
… 
 
I. Cuando la persona de la que se desconoce su paradero sea niña, niño o adolescente; 
 
II a la V. … 
 
… 
 
Artículo 146. … 
 
I. Garantizar la conservación de la patria potestad de la Persona Desaparecida y la 
protección de los derechos y bienes de las y los hijos que sean niñas, niños o 
adolescentes a través de quien pueda ejercer la patria potestad o, en su caso, a través de 
la designación de un tutor, atendiendo al principio del interés superior de la niñez y de 
la adolescencia; 
 
II. Fijar los derechos de guarda y custodia de las niñas, niños o adolescentes en los 
términos de la legislación civil aplicable; 
 
III a la IX. …” 
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RÉGIMEN TRANSITORIO 

 
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

 
Dado en el Salón de Sesiones del Senado de la República,  

Sede de la Comisión Permanente,  
a 20 de julio de dos mil veintidós. 

 
 
 
 
 
 
 

 
Diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas 

Integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional (PAN) 

 


